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Ciudad de Buenos Aires.

VISTOS:  los  recursos  de  apelación  interpuestos  por  la  Legislatura  de  la  Ciudad

Autónoma de Buenos Aires y por el fiscal ante los juzgados de primera instancia contra

las resoluciones del Dr. Roberto Andrés Gallardo del 11 y del 18 de agosto, y;

CONSIDERANDO: 

I. El 11 de agosto, la Asociación Civil Observatorio del Derecho a

la Ciudad y María Eva Kotsouvis, en su carácter de habitante de la Ciudad, iniciaron

este amparo colectivo contra la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (en

adelante,  Legislatura),  con  el  fin  de  que  “interrumpa  las  audiencias  públicas  cuya

realización se encuentran pendientes y se realice una nueva convocatoria para cada una

que cumpla con los siguientes lineamientos: (…)

A.1. Se consigne un lugar al que puedan asistir presencialmente

aquellos participantes que no cuenten con acceso a medios virtuales, garantizando el

cumplimiento de las medidas sanitarias correspondientes, tal como lo establece el art. 5

de la Ley N° 6.306 y el  art.  40 de la Ley N° 6; o se garantice el  otorgamiento de

dispositivos informáticos y el acceso gratuito a internet a aquellos participantes que no

cuenten  con  acceso  a  los  medios  virtuales  por  falta  de  internet  o  de  dispositivos

informáticos. (…)

A.2. Se informe del derecho y forma de participación del punto

A.1. en la convocatoria a las audiencias públicas respetándose los plazos estipulados en

la Ley N° 6. (…)

A.3. Se establezca un mecanismo de inscripción a las audiencias

públicas virtuales alternativo a la inscripción por internet como, por ejemplo, por vía



telefónica; y se permita acreditar la identidad en el lugar consignado del punto A.1. para

aquellas personas que no cuentan con acceso a medios virtuales. (…)

A.4.  Se  establezcan  horarios  de  realización  de  las  audiencias

públicas que respeten el horario vespertino exigido por la Ley N° 6 en su art. 42 en los

Expte.  N°  2924-J-2019,  Expte.  N°  2920-J2019,  Expte.  N°  2888-D-2019,  Expte.  N°

2289-J-2019 y Expte. N° 2850-J-2019. Entendiendo por horario vespertino el horario

correspondiente  al  finalizar  la  tarde  o  su  caída  como  establece  la  Real  Academia

Española. (…)

A.5. Se respete el art. 10 de la Ley N° 6.306 y el art. 46 de la Ley

N° 6 en tanto ordenan que en la publicidad de la Audiencia Pública se debe indicar la

“explicación  del  significado  de  toda  nomenclatura  técnica  y/o  abreviatura  de

zonificación en los casos que corresponda, como así también la implicancia práctica de

lo propuesto, utilizando para ello un lenguaje de fácil comprensión para los habitantes.

(…)

B. Se declare la nulidad de la audiencia pública realizada en el

Expte. N° 2957-J-2019 por no respetar los artículos 5, 7, 10 de la Ley N° 6.306, los

artículos 4, 40, 42, 46 de la Ley N° 6, la Ley N° 5.261 y los artículos 11 y 62 de la

Constitución de la Ciudad. (…)

C. Se declare la nulidad de las audiencias públicas de los Expte.

N° 2924-J-2019, Expte. N° 2920- J-2019, Expte. N° 2888-D-2019, Expte. N° 2289-J-

2019 y Expte. N° 2850-J-2019, en caso de que se realicen de acuerdo al procedimiento

y  convocatoria  vigente  a  la  fecha  de  interposición  de  la  presente  demanda  por  no

respetar los artículos 5, 7, 10 de la Ley N° 6.306, los artículos 4, 40, 42, 46 de la Ley N°

6, la Ley N° 5.261 y los artículos 11 y 62 de la Constitución de la Ciudad”. 

Asimismo,  solicitaron  que  cautelarmente  se  suspendieran  e

interrumpieran las  audiencias  públicas programadas en los expedientes 2924-J-2019;

2920- J-2019;  2888-D-2019;  2289-J-2019 y 2850-J-2019, hasta  que se realizara una

nueva convocatoria que cumpliera con la normativa vigente. 

Explicaron que luego de que se declarara el aislamiento social,

preventivo y obligatorio a nivel nacional y local, el 28 de mayo la Legislatura había
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sancionado  la  Ley  6306,  modificatoria  de  la  Ley  6  -que  regula  el  instituto  de  la

Audiencia Pública- durante la etapa de aislamiento. 

En  ese  contexto,  indicaron  que  desde  la  sanción  de  la  ley  la

Legislatura había convocado a 13 audiencias públicas, de las cuales 5 se encontraban

pendientes  de  realización  al  momento  de  la  presentación  de  la  demanda,  que  no

cumplían con lo establecido en dicha norma.

II. En esa misma fecha, el Dr. Roberto Andrés Gallardo, juez de

grado, hizo lugar a la medida cautelar peticionada y resolvió “suspender la realización

de las audiencias públicas virtuales convocadas: a) en el expediente  N° 2924-J-2019,

para el 12/08/2020 a las 11:00; b) en el Expte. N° 2920-J-2019 para el  24/08/2020 a las

14:00; c) en el Expte. N° 2888-D-2019 para el 26/08/2020 a las 14:00; d) en el Expte.

N° 2289-J-2019 para el 31/08/2020 a las 13:00; y e) en el Expte. N° 2850-J-2019 para el

07/09/2020 a las 14:00 por la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Ello,

hasta tanto el órgano convocante dé integro cumplimiento a las disposiciones contenidas

en la ley 6 con las modificaciones introducidas por la ley 6306”. 

Para  decidir  de ese  modo,  sostuvo que las  propias  constancias

brindadas por la Legislatura –que evidenciaban el contraste entre la normativa vigente y

el modo en que fueron convocadas las audiencias– permitían  tener por configurada la

verosimilitud del derecho invocado.

A su vez, consideró que el peligro en la demora estaba acreditado

en virtud de la inminente realización de las audiencias en cuestión. 

Finalmente,  aseveró  que  “no  existe  riesgo  de  afectación  del

interés público ya que no se advierte cuál sería la contradicción con una orden que tenga

en  miras  la  íntegra  aplicación  de  una  norma  sancionada  por  el  propio  órgano

convocante”.



III. Luego de diversas denuncias de incumplimiento de la medida

cautelar ordenada efectuadas por la parte actora y de un planteo de nulidad realizado por

la Legislatura, el 18 de agosto el Dr. Gallardo resolvió, en lo que aquí interesa, “1)

Rechazar los planteos de nulidad incoados por la Legislatura de la Ciudad Autónoma de

Buenos Aires. (…)

2) Tener por incumplida la medida cautelar y consecuentemente

declarar la nulidad de la audiencia pública celebrada el pasado 12 de agosto de 2020 a

las 11 horas en el marco del expediente n° 2924-j-2019, en el ámbito de la Legislatura

de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. (…)

3) Ordenar a la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires que en el plazo de dos (2) días –a contar desde la notificación que se le hace de la

presente–  comunique  lo  aquí  resuelto  a  todas  las  personas  que  participaron  de  la

audiencia declarada nula. (…)

4) Ordenar a la Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos

Aires que en el plazo de dos (2) días –a contar desde la notificación que se le hace de la

presente– comunique en su sitio web la suspensión de las audiencias estipuladas en los

expedientes n° 2920-j-2019 para el 24/08/2020 a las 14:00 hs., n° 2888-d-2019 para el

26/08/2020 a las 14:00 hs., n° 2289-j-2019 para el 31/08/2020 a las 13:00 hs. y n° 2850-

j-2019  para  el  07/09/2020  a  las  14:00  hs;  poniendo  en  conocimiento  de  ello  en

particular a todas las personas que ya se encuentren inscriptas para su concurrencia;

salvo acreditación fehaciente en autos de haber subsanado los motivos que dieron origen

a la orden suspensiva. (…)

Todo  lo  cual  deberá  acreditarse  en  estos  obrados  en  el  plazo

máximo de un (1) día de cumplido el término establecido en el párrafo que antecede”.

IV. El 15 de agosto, la Legislatura interpuso recurso de apelación

y de nulidad contra la medida cautelar. 

En  primer  lugar,  sostuvo  que  la  notificación  de  la  cautelar

decidida no podía considerarse válida ni eficaz, por cuanto había sido notificada en un

domicilio electrónico ajeno al proceso. 
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También  requirió  que  se  declarara  la  nulidad  de  esa  decisión

porque se había incumplido con lo dispuesto en los artículos 10 y 15 de la Ley 2145.

Argumentó, en tal sentido, que “La falta de traslado previo implicó evidentemente el

cercenamiento de las garantías constitucionales de mi mandante –división de poderes,

debido  proceso  y  derecho  de  defensa-,  es  decir,  una  clara  afectación  del  sistema

republicano de gobierno”. 

En  segundo  lugar,  tildó  de  improcedente  la  medida,  pues  “un

tribunal  no puede limitar  el  ejercicio  por  parte  de  los  representantes  del  pueblo  de

prerrogativas que le han sido reconocidas en el ordenamiento constitucional”.

Señaló que ni siquiera podía haber una afectación concreta de los

derechos invocados, pues la cuestión se trataba de proyectos legislativos “que aún no

han tenido tratamiento final”.

Finalmente,  cuestionó  la  legitimación  activa  de  los  actores,

aseveró que no estaban reunidos los requisitos para configurar un caso o controversia

judicial  y  sostuvo  que  las  sesiones  se  habían  realizado  en  el  ejercicio  de  sus

competencias y atribuciones. 

IV.I. El 24 de agosto, la Legislatura también apeló la decisión del

Dr. Gallardo del 18 de ese mes.

En  resumidas  cuentas,  cuestionó  el  rechazo  a  los  planteos  de

nulidad.  Señaló  que  “el  magistrado  ni  siquiera  consideró  los  planteos  nulificantes

explicados al momento de apelar”. 

Luego, sostuvo que lo decidido excedía el ámbito de actuación

del Poder Judicial, que el Dr. Gallardo se había arrogado competencias propias de la

Legislatura sin justificación legal o fáctica alguna.

Por  último,  afirmó  que  la  ciudadanía  tenía  plenamente

garantizado  el  derecho  a  participar  de  las  audiencias  públicas  virtuales,  que  la



participación ciudadana – incluso de forma presencial – había estado garantizada y que

no se había vedado a ningún ciudadano la posibilidad de participar en las audiencias

públicas celebradas. En tal sentido, cuestionó que el magistrado no hubiera analizado lo

informado por la Dirección General de Gestión y Participación Ciudadana relativo a ese

punto.

V. El 3 de septiembre en el incidente 5660/2020-2, esta Sala por

mayoría decidió hacer lugar a la recusación del titular del Juzgado 2 planteada por la

Legislatura el 20 de agosto.

VI. El 23 de agosto, el fiscal interino ante los juzgados de primera

instancia,  apeló  las  dos  resoluciones  dictadas  por  el  a quo y  planteó  los  siguientes

agravios:  Omisión  de  otorgar  oportuna  intervención  al  Ministerio  Público  Fiscal,

ausencia  de  caso  judicial  e  inexistencia  de  agravio  diferenciado  y  afectación  del

principio de división de poderes.

VII.  El 4 de septiembre,  dictaminó el Dr. Juan Octavio Gauna,

fiscal ante la Cámara, y mantuvo el recurso de apelación interpuesto por el fiscal de

grado. Finalmente pasaron los autos a resolver.

VIII. Tanto el artículo 43 de la Constitución Nacional como el 14

de la Constitución de la Ciudad y el artículo 1º de la Ley 2145 estatuyen a la acción de

amparo como un proceso destinado a hacer cesar un “acto” u “omisión” que lesione

derechos individuales o colectivos. Así, el mero cuestionamiento normativo no basta

para  configurar  un  caso  judicial  susceptible  de  ser  ventilado  mediante  la  garantía

procesal allí prevista. 

Como  señala  el  fiscal  ante  la  Cámara,  “ningún  vecino  de  la

Ciudad se ha presentado a fin de denunciar en forma concreta que no ha podido, no

puede o no podrá ejercer su derecho a participar de las audiencias virtuales convocadas

por la Legislatura que se mencionan en el escrito de inicio”. Tampoco explicaron los

actores cuáles fueron las propuestas que no pudieron presentarse al debate público en

dichas audiencias.

Así  las  cosas,  dado  que  no  se  evidencia  cuál  sería  el  interés

jurídico  suficiente  con  respecto  al  derecho  de  incidencia  colectiva  que  pretenden
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defender, se debe concluir que, como sostienen los recurrentes, no hay un caso judicial

que autorice la intervención de los jueces.

X. Si bien lo dicho hasta aquí resulta suficiente para revocar las

resoluciones recurridas, se debe señalar que lo decidido por el Dr. Gallardo configura

una interferencia  indebida  del  Poder  Judicial  sobre  diversos  trámites  parlamentarios

preparatorios  que  son  de  resorte  exclusivo  del  Poder  Legislativo,  en  desmedro  del

principio republicano de división de poderes.

Solo  resta  agregar  que,  como  señala  el  Dr.  Gauna,  el

procedimiento adoptado por el Poder Legislativo para la formación y sanción de las

leyes puede ser judicialmente revisado una vez sancionadas y promulgadas las leyes

respectivas, si se denuncia alguna violación concreta en el marco de un “caso, causa o

controversia judicial” instado por parte legitimada (cf. artículos 1° y 106, CCABA). 

XI. En atención al modo en que se resuelve, deviene inoficioso el

tratamiento de los restantes agravios.

Gabriela Seijas dijo: 

I. Si la Legislatura ha regulado su funcionamiento a través del

dictado de un reglamento, una hipotética violación de la norma que lesionara derechos

individuales no podría quedar exenta del control de los magistrados (Fallos: 330:2222;

y esta Sala, por mayoría, en “García Mauricio Hernán c/ Legislatura de la Ciudad de BA

s/Amparo” Expte. A3638-2014/0, sentencia del 31/08/15).

En  relación  a  la  cuestión  debatida  hay  una  tradición

jurisprudencial arraigada que se origina en el precedente "Soria de Guerrero, Juana Ana

c/ Bodegas y Viñedos Pulenta Hnos. SA" (Fallos: 256:556), con arreglo a la cual no está



exenta del control de los magistrados la lesión de derechos individuales proveniente de

una violación de las normas constitucionales y reglamentarias que regulan el proceso de

formación  y  sanción  de  las  leyes,  demostrativa  de  la  falta  de  concurrencia  de  los

requisitos  mínimos  e  indispensables  que  condicionan  la  creación  de  la  ley  (Fallos,

268:352, 318:445, 319:1479, 321:3487, 323:2256 y 330:2222). 

Ahora bien, lo expuesto no permite soslayar que la inmediata y

genérica  suspensión  de  audiencias  en  la  Legislatura  ordenada  en  forma  previa  al

traslado  y  apertura  a  prueba,  así  como  la  declaración  de  nulidad  de  audiencias

celebradas  ante  la  sola  denuncia  de  incumplimiento  de  la  cautelar,  frente  a  una

razonable disputa en torno a la efectiva configuración de un agravio concreto, conspira

contra las bases de la organización democrática de la Ciudad.

II. En efecto,  la  actividad judicial  no importa  la  aplicación de

reglas en forma mecánica, sino que requiere la consideración de los valores plasmados

por diversos principios del sistema jurídico que, en ocasiones, se encuentran en tensión.

El dictado de una sentencia supone una tarea de ponderación y el  resultado de esta

actividad debe, como todo acto estatal, ser razonable y proporcionado.

Al  respecto,  la  Corte  tiene  dicho  que  la  tarea  judicial  "exige

siempre conjugar los principios contenidos en la ley con los elementos fácticos del caso,

pues el consciente desconocimiento de unos u otros no se compadece con la misión de

administrar justicia" y que "no debe prescindirse de las consecuencias que naturalmente

derivan de un fallo toda vez que constituye uno de los índices más seguros para verificar

la razonabilidad de la interpretación y su congruencia con el sistema" (Fallos, 234:482;

302:1284,  entre  otros).  En otras  palabras,  las  decisiones judiciales  deben valorar  en

forma equilibrada los hechos del caso, así como las normas y principios jurídicos en

juego, y resolver las tensiones entre ellos mediante una ponderación adecuada que logre

obtener  una  realización  lo  más  completa  posible  de  las  reglas  y  principios

fundamentales del derecho en el grado y jerarquía en que estos son valorados por el

ordenamiento jurídico.

En tales condiciones, si bien el principio de proporcionalidad se

aplica frente a medidas de injerencia de la Administración y del legislador, y en este
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punto especialmente en materia de derechos fundamentales, como aspecto esencial del

principio de razonabilidad la proporcionalidad resulta un requisito de toda la actividad

del  Estado,  incluida  la  judicial  (Fallos,  338:837,  y  voto  de  Petracchi  en  Fallos,

333:1023).

En este marco conceptual, el problema fundamental que plantean

las medidas cautelares es el de establecer un equilibrio entre los intereses las partes e

intereses que están en conflicto. La tutela cautelar tiene dos aristas bien definidas: por

una parte, el derecho de toda persona de requerir a la jurisdicción el resguardo de sus

derechos  sustantivos,  de  manera  de  garantizar  que  lo  resuelto  en  la  sentencia  sea

ejecutable en la realidad; y por la otra, que haya correlación entre la medida decretada y

el  interés  que  se  pretende  proteger,  es  decir,  que  no  se  cause  un  daño  injusto  al

destinatario  de  la  medida  (conf.  Claudio  M.  Kiper,  Medidas  Cautelares,  T°  I,  2da.

Edición, Ed. La ley, año 2014, pág. 4, y CN Civil Sala J 20309/2020 “M., C. C. c/ C., J.

R. s/Medidas precautorias”, 29/07/20).  

III. El  sistema  democrático  cuenta  con  reglas  escritas

(Constitución) y con árbitros (jueces). Las normas están apuntadas por reglas no escritas

de juego. Dichas reglas no escritas sirven como protección de la democracia e impiden

que la pugna política cotidiana desemboque en un conflicto donde todo vale. La medida

precautoria  dispuesta  por  el  Dr.  Gallardo  no  es  un  remedio  proporcionado  a  la

naturaleza y relevancia de la hipotética ilegitimidad que se denuncia. Ello es así no solo

por la falta de adecuación entre la violación reglamentaria alegada y la amplitud de la

medida dispuesta, sino también porque, en la tarea de ponderación, el a quo debió haber

considerado  que  frente  a  los  hechos  denunciados  una  cautelar  que  impide  el

funcionamiento de la Legislatura debió ser evaluada con criterio estricto, lo que no ha

hecho. 



Por lo  expuesto,  coincido con mis  colegas  en que la  sentencia

apelada debe ser revocada. 

Por los motivos expuestos,  SE RESUELVE: Hacer lugar a los

recursos  de apelación  interpuestos  por  la  Legislatura  y por  el  fiscal  de grado y,  en

consecuencia, revocar las resoluciones del 11 y del 18 de agosto. Sin costas (art. 14

CCABA).

Notifíquese  a  las  partes  y  al  fiscal  ante  la  Cámara  y

oportunamente devuélvase.
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